HIB

: Inspección. Obstaculización. Clausura de local. Poder de policía. Rechazo de demanda por daños y perjuicios. (Dres. Dabadie-Hankovits).

En la Ciudad de Dolores, a los      10           días del mes de junio del año dos mil ocho, reunida la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de este Departamento Judicial, en Acuerdo Ordinario, con el objeto de dictar sentencia en causa Nº 85.436, cara tulada: "CISNEROS, ANDREA C/ MUNICIPALIDAD DE AYACUCHO S/ DAÑOS Y PERJUICIOS", habiendo resultado del perti- nente sorteo (arts. 263, CPCC; 168 de la Const. Pcial.), que los Señores Jueces debían votar según el siguiente orden: Doctores María R. Dabadie y Francisco Agustín Hankovits.-

      El Tribunal resolvió plantear y votar las si​guientes:

-------------------C U E S T I O N E S --------------

      1a.) ¿Es justa la sentencia apelada?

      2a.) ¿Qué corresponde decidir?

---------------------V O T A C I O N -----------------

------A LA PRIMERA CUESTION LA DOCTORA DABADIE DIJO:--

      I. La señora Juez de la instancia dicta senten- cia a fs. 85/88 rechazando la demanda instaurada con 

                                               //////

//////costas.-

      II.- Contra ella se alza la parte actora que expresa sus agravios a fs.97/101 y replantea la prueba respecto de la cual fuera declarada negligente. Este Tribunal hace lugar al replanteo y ordena la produc- ción de la testimonial ofrecida, efectuándose a fs. 133/135. Conferido el traslado pertinente, la deman- dada contesta los agravios a fs. 141/142, hallándose los autos en condiciones de ser resueltos en esta Alzada (art. 263 CPCC).-

      III.- Este reclamo tiene su origen en la clau- sura del establecimiento comercial de la actora en el rubro panadería, realizada por personal municipal del área Bromatología, al labrar un acta de infracción (fs.6) por agresiones que recibiera el inspector interviniente por parte del esposo de la propietaria cuando requería muestras del pan de ese día para control. El acta referida imputa la infracción refe- rida a la titular del comercio, siendo que el autor es un tercero; ello dió lugar a la declaración de nulidad por el Sr. Juez de faltas, según sentencia que obra a 

                                                 /////

//////fs. 11/12. Por ello pretende el resarcimiento de los perjuicios que dice haber sufrido como conse- cuencia del cierre que le ocasionó perjuicios de índo- le material y moral.-

      La iudex a quo desestima la pretensión, por con- siderar que no se acreditó en debida forma los extre- mos invocados en la demanda.

      IV. Reseñado lo actuado en autos, corresponde el tratamiento del recurso traído a consideración de esta Alzada.

      Sabido es que la competencia revisora del Tribu- nal se encuentra circunscripta al tratamiento de aquellos ataques concretos y razonados vertidos, demos trativos -en sustento de las constancias del proceso- de la sinrazón del Juzgador, es decir, en función de los agravios técnicos, idónea y suficientemente expues tos (arts. 260, 261, 266, 272 del CPCC), de donde es lógico concluir que todas aquellas consideraciones del Magistrado sentenciante que hayan servido de funda- mento a su decisión que no hayan sido atacadas debi- damente, devienen firmes e irrevisables para el Tribu-

                                                 /////

//////nal de Alzada, más allá del mayor o menor grado de acierto o error con que este se hubiere conducido. (S.C.B.A., Acs. 43.416, 43.697, entre otros).-

      Cuestiona la decisión al considerar que se acre- ditó el nexo causal entre el hecho antijurídico que en la especie sería la clausura indebida y el daño que ella produjo al impedir la producción y comercializa- ción por el plazo que estuvo vigente.-

      Analizada la causa, sus constancias y alega- ciones de las partes, es mi opinión adelantada, que el recurso no debe prosperar.-

      Efectivamente, no encuentro fundamento legal al- guno para atribuir responsabilidad al municipio deman- dado, por la actuación de un dependiente suyo, en el marco de la normativa legal vigente.-

      Si analizamos la secuencia de los hechos que dieron lugar a la infracción, se advierte que el día 24 de enero de 2002 se realiza una inspección de la cual surge que el titular del local adeuda tasa de Seguridad e Higiene. Al día siguente personal munici- pal intenta obtener muestras de pan, siendo atendido 

                                                 /////

//////por el Sr. Rios quien en forma violenta se niega y lo intima a retirarse cerrando las puestas; minutos después abre y entrega muestras del producto del día anterior según da cuenta el acta de fs. 5. Como conse- cuencia de ello el inspector actuante, labra acta de infracción y dispone la clausura.-

      Este reclamo se fundó en la norma del art. 1112 del C.Civil que alude a la responsabilidad de los fun- cionarios públicos por el cumplimiento irregular de sus obligaciones. Para que exista tal responsabilidad es necesario el cumplimiento irregular de la función, es decir que existía antijuridicidad, presupuesto esen cial de la responsabilidad civil por actos ilícitos.- 

      Si bien en autos no se acciona contra el funcio- nario, para considerar responsable al Municipio, es necesario analizar previamente la que le corresponde a aquél (art. 1113 1º párr. C.Civil).-

      Para establecer la causa de un daño es necesario hacer un juicio de probabilidad determinando que aquél se halla en conexión causal adecuada con el acto consi derado ilícito, o sea, que el efecto dañoso es el que 

                                                 /////

//////debía resultar normalmente de la acción u omi- sión antijurídica, según el orden natural y ordinario de las cosas (art. 901, C.C.) Vale decir que el vín- culo de causalidad exige una relación efectiva y ade- cuada entre una acción u omisión y el daño; éste debe haber sido causado u ocasionado por aquella (arts. 1068, 1074, 1112, 1113, 1114 Código Civil).-

      La administración debe ejercer su poder de policía en cada uno de los ámbitos que lo requieran y cuando aparece omitido o ejercido en forma deficiente, esa falta o mal ejercicio hace encuadrar la conducta de los agentes municipales dentro del campo de la ili- citud, por la cual debe responder en virtud de lo dispuesto por el art. 1112 del C.C. Para ello entonces es necesario demostrar que ese accionar ha sido ilí- cito o contrario a derecho.-

      La ilicitud se puede definir como la contra- riedad del acto, positivo o negativo, a las normas de un sistema dado de derecho. Y en la especie no resulta acreditada tal relación causal; no existió en el obrar del agente municipal conducta antijurídica ni hecho //

                                                 /////

/////ilícito generador de responsabilidad.-

      Sin perjuicio de la anulación por defectos de forma que surge de la sentencia de fs.11/12, lo cierto es que la actitud de quien se encontraba al frente del comercio en el momento de la inspección, obstaculizó indebidamente la labor de los agentes, resistiéndose al requerimiento que se le hizo, actuando aquellos en el marco de las facultades que les confiere el Código Contravencional del Municipio, encuadrando su conducta en lo dispuesto en el art. 20 de la Ord. 3093/98.-

      El poder de policía, según Bielsa "...Es el conjunto de servicios organizados por la Adminis- tración Pública con el fin de asegurar el orden públi- co y garantizar la integridad física, y aún moral, de las personas, mediante limitaciones impuestas a la actividad individual y colectiva de ellas" ("Derecho administrativo", 6º. ed., La Ley, Bs.As. 1965, t. IV, p. 1 y 2). Abarca pues, la actividad de la adminis- tración destinada a la consecución de fines propios según sus distintos ámbitos.-

      "La responsabilidad del estado -como toda respon 

                                                 /////

//////sabilidad- está limitada, y su atribución debe responder a criterios de razonabilidad" (SCBA, Ac. 49.964, del 2-11-93). Criterio que evidentemente está ausente en la pretensión actora, al considerar respon- sable al Municipio por el perjuicio alegado.-

      Sin perjuicio de lo expuesto y tal como lo seña- la la iudex a quo en su fallo, la actividad probatoria de la actora ha sido insuficiente para lograr su come- tido.

      La actividad de las partes es de fundamental importancia para la suerte de sus pretensiones o defen sas, sobre todo en procesos regidos por el principio dispositivo, como el civil; de aquí se deduce que aque llas deben ejecutar ciertos actos, adoptar determi- nadas conductas, afirmar hechos y hacer peticiones, todo ello dentro de los límites de tiempo y lugar que la ley procesal señale, si quieren obtener éxito y evitarse perjuicios como resultado del proceso.-

      Pues bien en este sendero, advierto que la prue- ba ofrecida por la actora, y que he analizado detenida mente, no resultó conducente para acreditar el perjui- 

                                                 /////

//////cio alegado.-

      El juez ha de meritar la prueba que se estime idónea para dilucidar la cuestión litigiosa a la luz de las reglas de la sana crítica (art. 384 CPCC; conf. SCBA, Acs. 48.420, 48.970, 49.311), que no son otras que las de la experiencia y las de la lógica, pues ambas permiten que el sujeto neutro a los intereses de los justiciables valore el grado de verosimilitud de los datos aportados, la mayor o menor convicción de que las circunstancias fácticas sostenidas hayan real- mente acontecido en la forma que ilustran los elemen- tos de prueba que fueron meritados por la iudex a quo (SCBA, Ac. 45.723).-

      Esta tarea interpretativa de los hechos que devienen en la aplicación del derecho de conformidad con la norma adjetiva, se realiza mediante la aplica- ción del principio de la sana crítica (arts. 163 inc. 5 y 384 del CPCC); sumado al de discrecionalidad que es propio de la actividad jurisdiccional, la que por su parte es lícita y emerge impoluta de la inter- pretación judicial.-

                                                 /////

//////Tal como sostuve al votar en causa 86.312, la gimnasia de la interpretación judicial conlleva un juego de valores, principios, derechos fundamentales o naturales e implica cierta indeterminación acentuada, porque en definitiva pone al desnudo la posibilidad de una pluralidad de respuestas jurídicas frente al mismo caso según que el intérprete ponga el acento en uno o en otro de los elementos axiológicos presentes en el derecho. Este proceso de búsqueda de la respuesta correcta al caso, se produce en el marco de la discre- cionalidad judicial y crea para el juzgador la respon- sabilidad de determinar si se ejerció la alternativa en el marco de una conducta ética; por lo que sólo cabe el recurso a la prudente o racional y justificada discrecionalidad judicial que al realizar la tarea que le es propia, el juez deberá optar por alguna de aquellas posibles soluciones derivadas todas ellas del derecho vigente.-

      Debo concluir conforme lo expuesto, que los agra vios del apelante resultan insuficientes para revertir lo decidido en la sentencia en crisis, debiendo en  //

                                                 /////

//////consecuencia mantenerse en todas sus partes. 


 VOTO POR LA AFIRMATIVA.

------EL SEÑOR JUEZ DOCTOR HANKOVITS ADHIRIO AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS------------------------------A LA SEGUNDA CUESTION LA DOCTORA DABADIE DIJO:--
      Atento el resultado de la votación precedente,  corresponde rechazar el recurso traído con costas a la recurrente vencida (arts. 68, 163, 260, 261, 263, 266, 272, 384 del CPCC; 901, 1068, 1074, 1112, 1113, 1114 del Cód. Civil).  

      ASI LO VOTO.

------EL SEÑOR JUEZ DOCTOR HANKOVITS ADHIRIO AL VOTO PRECEDENTE POR SUS FUNDAMENTOS------------------------------CON LO QUE TERMINO EL PRESENTE ACUERDO, FIRMANDO LOS SEÑORES JUECES DE ESTA EXCMA.CAMARA DE APELACION--
                                                 /////

//////Dolores,               de junio de 2008.-

      Por los fundamentos expuestos en el Acuerdo que antecede, los  que se tienen aquí por reproducidos, se 

rechaza el recurso traído con costas a la recurrente vencida (arts. 68, 163, 260, 261, 263, 266, 272, 384 del CPCC; 901, 1068, 1074, 1112, 1113, 1114 del Cód. Civil)
      Notifíquese y devuélvase.-

